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"FUNDAMENTACIÓN Y MOTI.VACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA 

GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, 

POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal 
de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa 
a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio 
que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo 
que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera

1
completa la 

esencia de todas las circunstancias y condiciones que deter'2_1naron el acto 
de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro ¡ara el afectado 
poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, ermitiéndole una 
real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que e acto de autoridad 
apenas observe una motivación pro forma pe o de una manera 
incongruente, insuficiente o imprecisa, que i ida la finalidad del 
c~cimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una 
a'[P~tud d, abundancia superflua, pues es sut"ciente la expresión de lo 
e~f[ifamente necesario para explicar, justifica y posibilitar la defensa, así 
cd~rJ~ para comunicar la decisión a efecto de ue se considere debidamente 
fu~1!lado y motivado, exponiendo los hechos elevantes para decidir, citando 
la no. itonte y un argumento mini o pero suficiente paro ocreditor 
el~ · nto del que se deduzca la re ción de pertenencia lógica de los 
he€/tas.ft!l¡ cho invocado, que es la su sunción." 

JNT!\0 , 
\CC\0 > 

En est~omento', en de suma utilidad e importancia hacer referencia al Incidente en 

Revisión 313/2011, el cual fue ofrecido como pr eba en el informe justificado rendido en este juicio 

de garantías, resuelto por el Tercer Tribunal Col giado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 

Circuito, relativo al juicio de amparo indirec o 865/2010-11 y su acumulado 892/2010-11, dada la 

íntima relación que guarda con el presente unto (lo cual es un hecho público y notorio), toda vez 

que en el CONSIDERANDO DÉCIMO del ismo, se resolvió, respecto una situación análoga, lo 

siguiente: 

Páginas 72 a 75: 

, 

Por lo que hace a los xpedientes administrativos 26S02010HD038 Y 

26S02010HD067 relativos a la realización de estudios en cuanto al impacto 

ambiental de las obras (fojas 375 543}, independientemente se cumplieron 

o no los requisitos en esa materia, por su propia naturaleza tampoco 

pueden demostrar una reducción en los volúmenes de agua a favor de ser 

importante la quejosa, por los daños y perjuicios de difícil reparación que 

pudieran causar a la impetrante no guardan relación alguna con el 
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cumplimiento o no de los trámites en materia ambiental de la obra que se 

contraen dichos expedientes. 

El contrato de obra mixta FOOS/-NC-CT-AP-10-001 y el convenio de 

reconocimiento, aceptación y liberación de responsabilidades e~lebrado 
entre la responsable y adjudicataria (fojas 1668 a 1704}, demulstra que se 

realizó la adjudicación de la licitación, pero no permite est ' blecer que el 

proceso de licitación y construcción de la obra proyectad afectará algún 

derecho a la impetrante, y menos aún los daños fueron d difícil reparación, 

máxime cuando ésta reconoció que no pretendía 

licitación. 

F~lmen~e, con las inspecciones judiciales de sie y diecinueve de julio, y 

t(~de agosto de dos mil once (fojas 1856 a 1 59, 1922 a 1900 y 2088 a 

2bie ), se acredita que en efecto las aguas d la presa La Angostura, por 

eiflto de la gravedad descienden y circulan or el Río Yaqui, hasta la presa 

Plutarco Elías Calles, luego está la pre a Á/varo Obregón, donde se 

d1!!r· · . . para el aprovechamiento dtos suelos agrícolas, entre ellos la 

pef'So ral quejosa; mientras que co la practicada de quince de julio de 
..¡TI'<: r.. 

dó~ll once,_s,e acreditó que se han r atizado obras de preparación para la 

coñstrucción, del acueducto (foja 2 44}, no obstante ninguna tuvo por 

objeto no demuestra que la constr cción de la obra afecte a la esfera de 

derechos tutelado de la quejosa, n que la supuesta afectación sea de difícil 

reparación. 

Por ello, se concluye que en e cuaderno incidental no se acreditó que la 

existencia del proceso de licitación del acueducto y su posterior 

construcción, afectan a la q josa, ni mucho menos que existan daños de 

difícil reparación, pues se insiste que para que pudiera analizarse un 

eventual perjuicio en su esf¡ ro de derechos sería necesario que la toma de 

agua fuera efectivamente ti/izada, y sobre todo que por dicha utilización se 

redujeran los volúmenes d agua a los que tiene derecho la quejosa o bien, 

que las autoridades enea godas del agua emitieran una determinación en 

virtud del cual se d ·ara sin efectos o limitará la concesión al 

aprovechamiento del agua su favor. 

Consecuentemente, al no surtirse los extremos previstos en las fracciones 1 y 

111 del artículo 124 de la Ley de Amparo, lo conducente es negar la 
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suspensión definitiva solicitada por la quejosa asociación de usuario 

productores agrícolas de la sección de riego 4-P-4 del canal principal alto el 

distrito de riego número 041, Río Yaqui, asociación civil, en cuant a la 

suspensión del procedimiento de licitación pública 55,201,001 - 01 -10, 

relativo al proyecto integral para el diseño y construcción del " cueducto 

Independencia", que incluye obra y acueducto de la presa 

Calles", con el objeto de trasladar agua a la ciudad de Her osi/lo, Sonora, 

una vez llegado a la etapa de adjudicación de la obra y n se emita el fallo 

que se refiere la Ley de Obras Públicas Y Servicios R lacionados con las 

mismas para el estado de Sonora y sus consecuencias. 

11 

'>. 
Una veZl-$J Ue esa ponencia realice el análisis de lo an eriormente expuesto, podrá comprobar 

la ana logía ~ ~lación que ello tiene en el presen e asunto, tomando en consideración, ·di 
adicionalmente<fG!ue el Municipio de Ignacio Río Muerto, como su entonces Síndico lo reconocen en 

su escrito de d~~anda, pertenece y es unos de los aso(ados del Distrito de Riego 041, Río Yaqui, así 

como la persona IJJ.Q.Ca'~que promovió el juicio de amP. ro número 889/2010, radicado en el Juzgado 
DE't~;~ 

Séptimo de D~&trim · oo'tl sede en Ciudad Obreg · n, mismo que se encuentra concluido por 
ACUf;<t 

desistimiento ~~~ich~ as~ciación. 
oJ>r -

Por lo que por_mayoría de razón, si no se comprobó en aquellos juicios la afectación o 

provocación de daños de imposible o difícil repar. ción, evidentemente en el presente caso, ocurre la 

misma situación, pues hay que recordar que 1 Municipio actor, es sólo uno de los usuarios del 

Distrito de Riego 041, Río Yaqui. 

Por otra parte, es un hecho notorio en virtud de los actos reclamados a mi representado, 

que éstos, por sus características, son det:· terés social, pues tienen como finalidad el proporcionar 

agua a la población de la ciudad de Herma illo, Sonora, por lo que otorgar la suspensión solicitada, sí 

pudiera causarse un perjuicio al interés s, cial dado que contravienen disposiciones de orden público 

al afectar un derecho constitucional consistente a la garantía de todo mexicano al acceso a las aguas 

para consumo humano. 

Lo anterior, hace inoperantes los conceptos de invalidez de la demanda, en virtud de que se 

demuestra que los actos reclamados se encuentran apegados a la legalidad y principios 

constitucionales involucrados en el tema. 
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"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. INTERÉS LEGÍTIMO PARA 
/ 

PROMOVERLA. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nacjón ha 
sostenido, en la tesis número P./J. 71/2000, visible en la página nDJ~cientos 
sesenta y cinco del Tomo XI/, agosto de dos mil_ del Semanario Jyllicial de la 
Federación y su Gaceta, cuyo rubro es "CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y ACCIONES DE INCONSTITUCIONAL/O?:. DIFERENCIAS 
ENTRE AMBOS MEDIOS DE CONTROL CONSTITUC/ONJ.L. ", que en la 
promoción de la controversia constitucional, el pro 6vente plantea la 
existencia de un agravio en su perjuicio; sin embarg , dicho agravio debe 
en enderse como un interés legítimo para acudir a e a vía el cual, a su vez, 

en~(1 res poderes u órganos a que se refiere la fr. cción 1 del artículo 105 de 

la c:D~Bitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de su 

esp!¡tjf:c situación frente al acto que cansí ren lesivo; dicho interés se 
actup iza cuand~ la conducta de la autorida demandada sea susceptible de 
causar oer.iiú"l:io~· privar de un beneficio a 7a parte que promueve en razón Ff">'i!KAv.r-..,.; 
de lq,.~,uac~'f}J! lfJecho en la que ésta se encuentre, la cual ~e~esariame_nte 
deb~ttí estf)}tegalmente tutelada, pa a que se pueda ex1g1r su estncta 

obs~~c:iTa ante la.~,Dprema Corte de usticia de la Nación. 
. '· 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONA . EL SOBRESEIMIENTO POR FALTA DE 

INTERÉS LEGÍTIMO DEBE DECRET. RSE SIN INVOLUCRAR EL ESTUDIO DEL 

FONDO, CUANDO ES EVIDENT LA INVIABILIDAD DE LA ACCIÓN. La 
jurisprudencia número P./J. 9 /99 del Tribunal Pleno, cuyo título es: 
"CONTROVERSIA CONSTITUCI NAL. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA QUE INV UCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ 
DESESTIMARSE. ", no es de plicación irrestricta sino limitada a aquellos 
supuestos en que no sea po ible disociar con toda claridad la improcedencia 
del juicio, de aquellas uestiones que miran al fondo del asunto, 
circunstancia que no acon ece cuando la inviabilidad de la acción resulta 

evidente, porque la norm impugnada no afecta en modo alguno el ámbito 
de atribuciones de la en 1dad actora, pues tal circunstancia revela de una 
forma clara e inobjeta le la improcedencia de la vía, sin necesidad de 
relacionarla con el estudio de fondo del asunto; en esta hipótesis, no 
procede desestimar la improcedencia para vincularla al estudio de fondo 
sino sobreseer con fundamento en el artículo 20, fracción 1/, en relación con 
los artículos 19, fracción Vl/1, ambos de la Ley Reglamentaria de la materia, 
y 105, fracción 1, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, debiendo privilegiqrse en tal supuesto la aplicación de las 
jurisprudencias números P./J. 83/2001 y P./J. 112/2001 de rubros: 
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"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. INTERÉS LEGÍTIMO PARA 
PROMOVERLA." y "CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. MEDIANTE ESTA 

, ' / 
ACCION LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NAC/ON TIENE FACULTAD5S 
PARA DIRIMIR CUESTIONES QUE IMPLIQUEN VIOLACIONES A/LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, AUNQUE NO SE ALEGUE LA INVASIÓN DE EJFERAS 
DE COMPETENCIA DE LA ENTIDAD O PODER QUE LA PROMUEVE ', de las 
que se infiere que para la procedencia de la controversia cons · ucional se 
requiere que por lo menos exista un principio de agravio, que e traduce en 
el interés legítimo de las entidades, poderes u órganos a e se refiere el 
artículo 105, fracción 1, para demandar la invalidez de la ·sposición general 
o acto de la autoridad demandada que vulnere su esfer 'de atribuciones. 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LOS MUN CIPIOS DE MORELOS 

CARECEN DE INTERÉS LEGÍTIMO PARA IMP NAR EL REGLAMENTO 

INif:.ERIOR DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE FIS LIZACIÓN DEL ESTADO. El 
intl!~'\ de lo~ Municipios de More/os en que s garantice la autonomía de la 
AJY!i¡.folía Superior de Fiscalización del stado, al ser éste el órgano 
en~'1ir~do directamente de revisar y iscalizar su cuénta pública, no 

co~{fuye en sí mismo un interés legíti o, entendido como la afectación al 
Ól1li'bito de atribuciones de la entidad, oder u órgano demandante o, en su 
de~<(_~ncipio de agravio o 'fectación, sino que se traduce en un 
mefJ€JJnter ' · r¡;ple, similar al que ualquier miembro de la sociedad puede 
~ A.C~ tf4.,.. 

tene.líren ·e¡&e 5 cumpla el marco onstitucional y legal. En este sentido, aun 
cu:;ifi3'1o~!

0

Municipios traten e evidenciar una posible afectación a su 

esfera de atrib¡;ciones, es de. ir, pretendan evitar una futura actuación 

parcial o dependiente po~pan e del órgano de fiscalización, es la afectación 
actual al ámbito de compe encía la que otorga el interés legítimo y no la 
posibilidad de que ocurra sostener lo contrario sería tanto como extender 
extraordinariamente la ondición de afectación no al presente, sino a una 
situación potencial, además de que sentaría el erróneo criterio de que existe 
interés legítimo cada vez que un órgano o poder se sienta afectado por la 
actuación de otro. Consecuentemente, los Municipios no gozan del interés 
que se requiere para la procedencia de la controversia constitucional, al no 
incidir el Reglamento Interior de la Auditoría, en modo alguno, sobre los 
derechos, facultades, funciones y servicios de que son titulares, ni ser 
susceptible de causarles una afectación o privarlos de algún beneficio al que 
tuvieran derecho. 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. INTERÉS LEGÍTIMO. NO LO TIENEN 

LOS MUNICIPIOS PARA IMPUGNAR LAS CONVOCATORIAS PARA LOS 

PROCEDIMIENTOS DE LICITACIONES PÚBLICAS EMITIDAS POR PETRÓLEOS 

MEXICANOS. Si bien es cierto que los municipios son órganos legitimados 
por el artículo 105, fracción 1, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos para promover controversias constitucionales, también lo 
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es que no pueden impugnar a través de esta vía una convocatoria emitida 
por Pemex Exploración y Producción para una licitación pública 
internacional para la adjudicación de contratos de servicios para la 
evaluación, desarrollo y producción de hidrocarburos/ el procedimiento 
relacionado con las bases de licitación, y su respectivdmodelo de contrato, 
ya que éstos son actos ajenos a la esfera de compt tencias y atribuciones 
que constitucional y legalmente les corresponden¡ Én efecto, conforme a los 
artículos 2o., 3o. y 55, fracciones 1 y 1/, inciso¡aJ, de la Ley de Petróleos 
Mexicanos, el Estado realizará las actividarjes que le corresponden en 
exclusiva en el área estratégica del petrólec¡f hidrocarburos y petroquímica 
básica por conducto de Petróleos Mexicanos, el cual es un organismo 
descentralizado con fines productivos, rirsonalidad jurídica y patrimonio 
propios, que tiene por objeto llevar a e· 'bo la exploración, explotación y las 
dema~ actividades relacionadas ca la materia, así como ejercer la 
contfuC!j.ión central y dirección estrat gica de la industria petrolera y, dentro 
de sus;;.tunciones, se encuentra 1 de emitir las convocatorias para los 

lt/ JI' 
proct::.Jf!mientos de licitaciones pú licas. En ese sentido, las determinaciones 
de dleho organismo descentrali ado en el área estratégica del petróleo no 
son sus.cptibl s de afectar la sfera de competencias y atribuciones que la 
Ley Yf.1/3 m torga a los m nicipios, en virtud de referirse a una facultad 
excl~sivd:...rt . Federación que lleva a cabo por conducto del indicado 
orgi/ltftt!Jo, por ende, jufi 'dicamente es inadmisible que los municipios 
puel(Jtffj resentir blguna a ectación o agravio en su esfera competencia/ por 
la emisión de las conv catarías para las licitaciones públicas en dicha 
materia. Esto es así, áxime que de dichas convocatorias tampoco se 
advierte una posible 'fectación al derecho que tienen los Municipios a 
participar de la reca ación Federal, en tanto que no se están modificando 
las condiciones para la entrega de participaciones, ni se alega que éstas se 
estén cubriendo inc rrectamente. 

DEBE DARSE OPORTUNIDAD AL 
OSTRAR EL INTERÉS LEGÍTIMO QUE LE ASISTE PARA 

ACUDIR A EST. VÍA Y SÓLO DECRETARSE EL SOBRESEIMIENTO ANTE SU 
FALTA, CUAND LA INVIABILIDAD DE LA ACCIÓN RESULTE TAN EVIDENTE 
QUE SEA INN CESARlO RELACIONARLA CON EL ESTUDIO DE FONDO DEL 
ASUNTO. Au que, en principio, no pueda vislumbrarse, con toda claridad, si 
el acto impugnado en vía de controversia constitucional es susceptible de 
causar afectación al interés legítimo del actor, posteriormente ello puede 
advertirse, al darle oportunidad de presentar los elementos de convicción 
que justifiquen el ejercicio de su acción. Al respecto, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1 a. XLIV /2002, fijó criterio 
en el sentido de que, al constituir la falta de afectación al interés legítimo 
del actor una cuestión de fondo, ésta no puede dar lugar al desechamiento 
de plano de la demanda, como motivo manifiesto e indudable de 
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improcedencia. En este orden de ideas, debe concluirse que, únicamente 
habiendo dado oportunidad al accionante de demostrar que el acto 
impugnado le genera lesión y no habiéndose desvirtuado la presunción de 
falta de afectación a su interés legítimo, entonces, conforme al criterio 
sustentado por el Tribunal Pleno, contenido en la tesis P./J. 50/200·{ de 
rubro "CO_NTRO~ERSIA CONSTITUCIONAL. EL SOBRESEIMIENTO ':_o/( FALTA 
DE INTERES LEGITIMO DEBE DECRETARSE SIN INVOLUCRAR EL ESJ!l..DIO DEL 
FONDO, CUANDO ES EVIDENTE LA INVIABILIDAD DE LA ACCIÓN.", habría 
lugar al sobreseimiento en el juicio, lo cual presupone que ta},emanda fue 
admitida, con objeto de no dejar en estado de indefensión/./ demandante, 
pero que, al no haberse acreditado el interés que le asiste para acudir a la 
presente vía, ello ha derivado en la inviabilidad de la aclión intentada, por 
ser éste requisito indispensable para estudiar el foi:do tt asunto. 

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y ACCIONES DE 

INCONS{ ITUCIONALIDAD. DIFERENCIAS ENTR ÁMBOS MEDIOS DE 

CONTROL CONSTITUCIONAL. Si bien es ci f,to que la controversia 
y la acción de inconstitucionalid , 'd son dos medios de control 
· alidad, también lo es que oda una tiene características 

que las diferencian entre sí; , saber: a) en la controversia 
instaurada para garantí r el principio de división de 

plantea una invasión de las e 'jeras competencia/es establecidas 
"tución, en tanto que en 1 acción de inconstitucionalidad se 

·contradicción entre la nor a impugnada y una de la propia Ley . 
Fundam · b} la controversia cons itucional sólo puede ser planteada por 
la Federación, los Estados, los Muni 1pios y el Distrito Federal a diferencia de 
la acción de inconstitucionalid9'd que puede ser promovida por el 
procurador general de la Repúbl"ta, los partidos políticos y el treinta y tres 
por ciento, cuando menos, de 1os integrantes del órgano legislativo que 
haya expedido la norma; e) tr tóndose de la controversia constitucional, el 
promavente plantea la existe cia de un agravio en su perjuicio en tanto que 
en la acción de inconstituc onalidad se eleva una solicitud para que esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación realice un análisis abstracto de la 
constitucionalidad de a norma; d) respecto de la controversia 
constitucional, se reali a todo un proceso {demanda, contestación de 
demanda, pruebas, al gatos y sentencia), mientras que en la acción de 
inconstituciona/idad s ventila un procedimiento; e) en cuanto a las normas 
generales, en la con roversia constitucional no pueden impugnarse normas 
en materia electo al, en tanto que, en la acción de inconstitucionalidad 
pueden combatirse cualquier tipo de normas; f) por lo que hace a los actos 
cuya inconstitucionalidad puede plantearse, en la controversia 
constitucional pueden impugnarse normas generales y actos, mientras que 
la acción de inconstitucionalidad sólo procede por lo que respecta a normas 
generales; y, g) los efectos de la sentencia dictada en la controversia 
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constitucional tratándose de normas generales, consistirán en d claror la 
invalidez de la norma con efectos generales siempre que e trate de 

disposic~~nes de los Es~a~~s o_ de los Municipios irrJ_Pijlnados por la 
Federac10n, de los MumCiplos 1mpugnados por los Esytdos, o bien, en 
conflictos de órganos de atribución ·y siempre que cuan o menos haya sido 

aprobada por una mayoría de por lo menos ocho vot , s de los Ministros de 
la Suprema Corte, mientras que en la acción de inconstitucionalidad la 

sentencia tendrá efectos generales siempre y ~u do ésta fuere aprobada 
por lo menos por ocho Ministros. En cons cuencia, tales diferencias 
determinan que la naturaleza jurídica de amtJ¡ medios sea distinta. , 

COMPETENCIAS MUNICIPALES Y ESTATA fs. SU EJERCICIO SIMULTANEO 

NO ANULA LA TITULARIDAD CORRESPO DIENTE. El ejercicio simultáneo de 
las fiOmpetencias estatales en matefí a de transporte y alguna de las 

mun~~\ aJes previstas en los incisos al d}, f) oh} de la fracción V del artículo 
115\:i. 

1
/a Constitución Política de lo Estados Unidos Mexicanos, no implica 

la a1~ ación de unas u· otras, pue las competencias constitucionales de los 
distipros poderes públicos están · estinadas a ejercerse en muchas ocasiones 
simultón!.3f!Jente respecto de ipos de acciones, sectores de la realidad y 

espaer~~l'ee:.· r.áficos comune . Esto es, la circunstancia de que se presente 
estd:J./JJ$.1? s(ción de ejerc cio, sea total o parcial, no anula o daña la 
respr.s "tu(eridad de co petencia constitucional. Por tanto, el hecho de 
que ~a deterfoinada le estatal identifique a ciertas autoridades como 
facultadas ·'{J~ra tomar determinadas decisiones o desarrollar algunas 
actividades en materia 'de transporte en el ámbito territorial municipal, no 
elimina la necesida de obtener el consentimiento del Municipio 

competente para~ e-fir autorizaciones que convergen en el mismo espacio 
físico, como las /ice ias de uso del suelo en su territorio o el otorgamiento 
de permisos de con rucción. 

CONTROVERSIA ~ONSTITUCIONAL. DEBE SOBRESEERSE LA PROMOVIDA 

CONTRA EL ARE/CULO 87 DE LA LEY MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE 
OAXACA, PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 10 DE 

ENERO DE 2003, CUANDO SÓLO SE DEMOSTRÓ EL INICIO DEL 

PROCEDIMIENTO DE DESAPARICIÓN DE UN AYUNTAMIENTO, PERO NO LA 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE SUS INTEGRANTES. La norma legal citada 
establece que la Legislatura del Estado de Oaxaca, desde el momento en 
que dé inicio al procedimiento de desaparición de un Ayuntamiento y hasta 
en tanto no se emita la resolución correspondiente, podrá decretar, por 
acuerdo de las dos terceras partes de la totalidad de sus integrantes, ante 
una situación de violencia grave, un vacío de autoridad o un estado de 
ingobernabilidad, la suspensión provisional del Ayuntamiento. Ahora bien, si 
dicha norma se impugna en controversia constitucional con motivo del inicio 
del procedimiento de desaparición de un Ayuntamiento, señalándose como 
acto controvertido de carácter inminente, la declaración de suspensión 
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provisional del Ayuntamiento, sin que durante su tramitación se haya 
probado la existencia de dicha determinación, procede sobreseer en la 
controversia por inexistencia de los actos demandados, en virtud de que el 
inicio del procedimiento de desaparición del Ayuntamiento no supone 
nece~ariamente /~ emisión de esa medida cautelar, por .lo que :nie_nt/as no 
se dicte debe est1marse que se trata solamente de la 1mpugnaciah de un 
emplazamiento a un procedimiento carente de definitividad, cuya /e solución 

final podrá impugnarla el Ayuntamiento cuando sea ,de~sfava, lable a sus 
intereses. 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. NO ES LA V/A WONEA PARA 

IMPUGNAR LA RESOLUCIÓN JURISDICCIONAL EMITIDA ~ R UN TRIBUNAL 

DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO LOCAL E"f LA QUE ASIGNA 

NQTARÍAS Y ORDENA AL EJECUTIVO ESTATA~_ fXPEDIR LOS FÍATS 

R~fCTIVOS, AUN CUANDO SE ALEGUE 1NfASIÓN DE ESFERAS 

cqff.:~ETENCIALES. Si se atiende a que el oblto de la controversia 
cc{Nsf[tucional es salvaguardar la esfera compet¡mcial constitucionalmente 
re~epvada a cada uno de los poderes gubernarentales, se deduce que la 
refolución por la cual un Tribunal de lo Con¡encioso Administrativo local 
asign.aías y ordena al Ejecutivo e~sat 1 expedir los fíats de notario 
re{}?~ · · . · n~ es susce~tible ~e analiz~rse en controversia_ co~stitucional, 
Pues-u · na convertir a d1cho med1o de control constituciOnal en un 

NTROV · . • . 

reGJjf{~ · ulterior medio de defensa p~ a someter a revisión la cuestión 
litigiosa debatida en un procedimiento f.atural, lo que se contrapone COf? el 
objeto de tut:ela de la controversia con titucional. Por tal razón, aun cuando 
el actor pretenda sostener la proced ncia de la controversia constitucional 
en el hecho de que el Tribunal de lo ontencioso Administrativo, al emitir el 
fallo reclamado, se excedió en sus efectos, arrogándose facultades 
exclusivas del Ejecutivo estatal y que por esta razón se invade su esfera 
competencia/, el trasfondo de l alegación es la inconformidad con los 
efectos dados a dicha resolució~ y que son los que concretamente el actor 
considera invaden su compet ncia, máxime si no se inconformó o realizó 
manifestación alguna tenden e a evidenciar la incompetencia del Tribunal 
de lo Contencioso Administra ivo para decidir sobre la validez o nulidad del 
acto administrativo impugna o ante él. 

CONTROVERSIA CONSTITU IONAL. LOS MUNICIPIOS CARECEN DE INTERÉS 
LEGÍTIMO PARA PROMO ERLA CONTRA DISPOSICIONES GENERALES QUE 

CONSIDEREN VIOLATORIAS DE DERECHOS DE LOS PUEBLOS Y 

COMUNIDADES INDÍGENAS QUE HABITEN EN SU TERRITORIO, SI NO 

GUARDAN RELACIÓN CON LA ESFERA DE ATRIBUCIONES QUE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS LES 

CONFIERE. La tutela jurídica de la controversia constitucional es la 
protección a las atribuciones que la Constitución General de la República 
prevé para las entidades, poderes u órganos que señala su artículo 105, 
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fracción 1, para resguardar el sistema federal y para preservar la 
en el ejercicio de esas atribuciones constitucionales establecidas a 
tales órganos, por lo que para que esa vía constitucional proceda, 
o acto impugnado debe ser susceptible de causar un perjuicio o 
beneficio al promovente en razón de la situación de hecho la que se 
encuentre, la cual necesariamente debe estar tutelada y, 
consecuentemente, los conceptos de invalidez deben a demostrar 
que el acto o norma impugnado, cuando menos, le como entidad, 
poder u órgano, mas no la afectación a cierta clase gobernados. Por otra 
parte, del cúmulo de atribuciones que el artículo 1 constitucional confiere 
a los Municipios no se advierte la de defender derechos de los pueblos o 
comunidades indígenas que se encuentran te dentro de su 

un principio de afectación para la situación de hecho 
rlD.,.D,,,.D,nl esto es, como control abstracto, lo cual no es propio de la 

las controversias constitucionales. 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LOS MUNICIPIOS DE MORELOS 

CARECEN DE INTERÉS LEGÍTIMO PARA IMPUGNAR EL REGLAMENTO 

INTERIOR DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE FISCALIZACIÓN DEL ESTADO. El 
interés de los Municipios de More/os en que se garantice la autonomía de la 
Auditoría Superior de Fiscalización del Estado, al ser éste el órgano 
encargado directamente de revisar y fiscalizar su cuenta pública, no 
constituye en sí mismo un interés legítimo, entendido como la afectación al 
ámbito de atribuciones de la entidad, poder u órgano demandante o, en su 
defecto, un principio de agravio o afectación, sino que se traduce en un 
mero interés simple, similar al que cualquier miembro de la sociedad puede 

170 



() 



( · .. . 

{ ' 
l. 

tener en que se cumpla el marco constitucional y legal. En este sentido, aun 
cuando los Municipios traten de evidenciar una posible afectación a su 
esfera de atribuciones, es decir, pretendan evitar una futura actuación 
parcial o dependiente por parte del órgano de f iscalización, es la afectación 
actual al ámbito de competencia la que otorga el interés legítimo y no la 
posibilidad de que ocurra; sostener lo contrario sería tanto como extender 
extraordinariamente la condición de afectación no al presente, sino a una 
situación potencial, además de que sentaría el erróneo criterio de que 
existe interés legítimo cada vez que un órgano o poder se sienta afectado 
por la actuación de otro. Consecuentemente, los M unicipios no gozan del 
in terés que se requiere para la procedencia de la cohtroversia 
constitucional, al no incidir el Reglamento Interior de la Audt;tofí~, en modo 
alguno, sobre los derechos, facultades, funciones y servicio de que son 
titulares, ni ser susceptible de causarles una afectación ol r arios de algún 
beneficio al que tuvieran derecho. 
~- ·, . 

"Jf.EpLAMENTOS MUNICIPALES DE SERVICIOS PÚBL/ 10S. SU RELACIÓN 

C~ LAS LEYES ESTATALES EN MATERIA MUNICIP L SE RIGE POR EL 
PRiNCIPIO DE COMPETENCIA Y NO POR EL DE JERA QUÍA. El principio que 
ri~e las relaciones entre los reglamentos municipal s y las leyes en materia 
mun~~· ~f!l en términos de la fracción 11 del artíc o 115 de la Constitución 
P8rJliG e s Estados Unidos Mexicanos, es el e competencia y no el de 
je(ilx'$Gt. Ello implica que los reglamentos unicipales sobre servicios 
pfj§/¿cos -al igual que, como se subrayó al reso ver la controversia 146/2006, 
sucede también con los reglamentos sobr organización municipal-, no 

""' derivan su validez de las normas estatales rni de las federales) sino que la 
validez de ambos tipos de normas proce e directa y exclusivamente de la 
Constitución. Lo anterior implica que lo límites de contenido que dichos 
reglamentos deben respetar son los q provienen de la interpretación de 
las fracciones 11 y 111 del artículo 115 onstitucional, cuya extensión, en los 
casos en que ello resulte litigioso, de!Jnirá la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y no la voluntad ilimitada o iscrecional de las Legislaturas Estatales 
al emitir las leyes estatales en m teria municipal, porque se trata de un 
esquema en cuyo contexto un nivel de autoridad no t iene facultades 
mayores o más importantes q e el otro, sino que cada uno tiene las 
atribuciones que le han sido onstitucionalmente conferidas. Esto es, la 
Constitución, en el ámbito r. ferido, atribuye la potestad de emitir la 
regulación sobre los distintgs campos materiales a entes u órganos de 

gobierno distintos, horizont~fmente dispuesto~ bajo ~u protección. 

"CONTROVERSif C9N~TltUCIONAL. INTERES LEGITIMO. NO LO TIENEN 
LOS MUNICIPIOf PARA IMPUGNAR LAS CONVOCATORIAS PARA LOS 
PROCEDIMIENTtpS DE Ll ITACIONES PÚBLICAS EMITIDAS POR PETRÓLEOS 
MEXICANOS. Si bien e cierto que los municipios son órganos legitimados 
por el artículo 105, fracción 1, de la Constitución Política de los Estados 
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Unidos Mexicanos para promover controversias constitucionales, también lo 
es que no pueden impugnar a través de esta vía una convocatoria emitida 
por Pemex Exploración y Producción para una licitación pública 
internacional para la adjudicación de contratos de servicios para la 
evaluación, desarrollo y producción de hidrocarburos, el procedimiento 
relacionado con las bases de licitación, y su respectivo modelo de contrato, 
ya que éstos son actos ajenos a la esfera de competencias y atribuciones 
que constitucional y legalmente les corresponden. En efecto, co~fo¡jne a los 
artículos 2o., 3o. y 55, fracciones 1 y 1/, inciso a), de la Ley 1_ !etróleos 
Mexicanos, el Estado realizará las actividades que le corr sponden en 
exclusiva en el área estratégica del petróleo, hidrocarburos petroquímica 
básica por conducto de Petróleos Mexicanos, el cual e un organismo 
des~tralizado con fines productivos, personalidad jurí ' ico y patrimonio 
prop1;s;, que tiene por objeto llevar a cabo la exploraci ' , explotación y las 
dem~~"Fctividades relacionadas con la materia, sí como ejercer la 
con(O.~iiión central y dirección estratégica de la indus ria petrolera y, dentro 
de iUs funciones, se encuentra la de emitir las convocatorias para Jos 
procedimientos de licitaciones públicas. En ese se tido, las determinaciones 
de m~11~-ismo descentralizado en el área stratégica del petróleo no 
son~~e~~~r ti · .s de afectar la esfera de campe encias y atribuciones que la 
Ley"~Sup· otorga a Jos municipios, en virt d de referirse a una facultad 
ex~a de la Federación que lleva a e o por conducto del indicado 
organismo; por ende, jurídicamente es nadmisible que los municipios 
puedan resentir alguna afectación o agr io en su esfera competencia/ por 
la emisión de las convocatorias para las licitaciones públicas en dicha 
materia. Esto es as~ máxime que d dichas convocatorias tampoco se 
advierte una posible afectación al erecho que tienen los Municipios a 
participar de la recaudación Federal en tanto que no se están modificando 
las condiciones para la entrega de articipaciones, ni se alega que éstas se 
estén cubriendo incorrectamente. 

constituye una simple serie de tesis sin razón ni 

lógica y se ha hecho referencia a las mismas pues de los razonamientos vertidos en ellas, se pueden 

detectar los principios rectores que la Sup ema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido para 

determinar la existencia del interés legí mo, así como los alcances y materia de estud io en las 

controversias constitucionales. 

Al comparar las conclusiones d las citadas tesis con el interés legítimo y los conceptos de 

invalidez establecidos en la demanda, odrá comprobarse que los mismos son infundados por una 

parte e inoperantes por otra, lo que tiene como consecuencia que se decrete el sobreseimiento en el 

presente asunto. 
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El municipio actor, de manera muy importante funda su interés legítimo, en una correlación 

con la regulación existente respecto de bienes de naturaleza agraria en referidos al Distrito de Riego 

041. Se afirma lo anterior, en virtud de la normatividad referida en los conceptos de inva lidez que 

hacen referencia específica a la violación de los ~ecretos de veda, tal y como se puede constatar en 

1~ p~gina 50 y subsiguientes del escrito de demanda, sobre todo en ;{la parte éspecífica que cita lo 

stgUJente: 

"Que de acuerdo con los estudios hidrológicos h hos sobre el 

funcionamiento de estas obras, es necesario di~pf r de todos los 

~currimientos del río Yaqui y su cuenca tributaria t¡sta la presa Á/varo 

O{Jregón y evitar que se distraigan en riego de otras ferros fuera del Distrito 
t 

ef\ perjuicio de éste, al que están destinadas. 
~ 

'f>E~FNDO.- Se declara subsistente, por tiempo indefinido, la veda para el 

(.gamiento de concesiones con aguas d río Yaqui y de su cuenca 

vtaria de fecha 2 7 de jUliO de 1931, pu licada en "Otario Oficial" de la 

e éración correspondiente al 30 de septi bre del mismo año" 

cua lquier desvío de las aguas referidas. 

Dejando por un lado el tema de que co posterioridad a dicho acuerdo, se han emitido por el 

Congreso de la Unión, así como por el Ejec1vo Federal, diversa legislación y regulación en materia 

de aguas nacionales; así como que las condiciones y circunstancias son evidentemente diferentes en 

la actualidad respecto del momento en q e fue emitido dicho acuerdo, basta la simple lectura de las 

porciones del acuerdo citadas por los ejosos, para evidenciar la ausencia del interés jurídico que 

reclaman. 

Se afirma lo anterior, pues mo se ha ventilado ampliamente en el presente juicio, las obras 

del "Acueducto Independencia", enen como objetivo satisfacer las necesidades de la población de 

la ciudad de Hermosillo, Sonora, o que de acuerdo con la Ley de Aguas Nacionales, se clasifica como 

"uso público urbano". 

Tomando en cuenta o anterior, el acuerdo citado por los quejosos, de manera alguna 

prohíbe que las aguas a qu~/refiere se distraigan fuera del Distrito de Riego, siempre y cuando no 

sea n para el riego de otras tierras fuera del Distrito. Es decir, en el caso puesto a consideración en el 
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Ahora bien, si legalmente se pudiera realizar por parte de la autoridad lo referido 

anteriormente, con mayoría de razón puede hacerlo cuando no se están desviando las aguas de riego 

de dicho Distrito. / 

1 

Lo anterior, es suficiente para demostrar la inoperancia de lo{ argumentos hechos va ler por 

la quejosa, en relación con la dotación de aguas nacionales pa~rse destinadas fuera de la cuenca del 

Río Yaqui. 

Ahora bien, si fuera el caso de que se estuvieran des~ando aguas del Distrito de Riego 041, al 

cual pertenece el municipio actor, dicha afectación tendría que ser demostrada, cuando menos 

indiciariamen¡e, lo cual en ningún momento ha ocurridof áxime cuando la obra en construcción del 

"Acueducto lf!dependencia" no tiene por objeto rete .. ~L o impedir el libre f lujo de las agua por el río 

Yaqui, situaci~n que evidencia lo inoperante de los re~uestos conceptos de invalidez que se hacen 

~:~;r:~::~~e¡tan a continuación los éiguie es criterios emitidos por el Poder Judicial de la 

~N 

tE ; TOS DE VIOLACIÓN O A RAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO 
CJ!)S ARGUMENTOS EXPUESTOS P R EL QUEJOSO O EL RECURRENTE SON 
AMBIGUOS Y SUPERFICIALES. Lo actos de autoridad y las sentencias están 
investidos de una presunción d validez que debe ser destruida. Por tanta, 
cuando lo expuesto por la pyrte quejosa o el recurrente es ambiguo y 
superficial, en tanto que no~e ala ni concreta algún razonamiento capaz de 
ser analizado, tal pretensión e invalidez es inatendible, en cuanto no logra 
construir y proponer la cau a de pedir, en la medida que elude referirse al 

fundamento, razones ~r:isorias o argumentos y al porqué de su 
reclamación. Así, tal deh ciencia revela una falta de pertinencia entre lo 
pretendido y las razon s aportadas que, por ende, no son idóneas ni 
justificadas para col gir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los 
argumentos o causa e pedir que se expresen en los conceptos de violación 
de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, 
invariablemente, es ar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de 
las consideracione en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser 
así, las manifest ciones que se viertan no podrán ser analizadas por el 
órgano colegiad y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante 
argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez. 

CUARTO. Inoperancia de los conceptos de invalidez por violación de esferas competenciales 

referidas a la prestación del servicio de agua potable, en relación con las asignaciones de aguas 

nacionales otorgadas a la Comisión Estatal de Aguas del Estado de Sonora. 
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Para comprobar la inoperancia de los argumentos del actor en relación 

imprescindible tener en cuenta el alcance y contenido de un derecho funda enta l previsto en el 

artícu lo 4 de nuestra Constitución Política, que textua lmente dice: 

"Artículo 4o.- El varón y la mujer son iguales ante la le~ sta protegerá la 

organización y el desarrollo de la familia. 

achltable v asequible. El Estado garantiza á este derecho y la ley definirá 

las~Y!J.ses, apoyos y modalidades par el acceso y uso equitativo y 

su~~i31able de los recursos hídricos, tableciendo la participación de la 

Fe~Ación, las entidades federati as y los municipios, así como la 

pcffticipación de la ciudadanía par. la consecución de dichos fines. " {El 

. DE lA!<#!:! 
OE Aí''I=P. 

rem:JtliltJ~nuestro) 
Pues bJ,_E!n, ~ as .. que evidente y anifiesta la utilidad pública y el beneficio socia l que 

representan 1&~ulos d~signación ~7_ gados por la Comisión Nacional del Agua al Estado de 

Sonora, pues t ienen como objeto abast[er de agua a los habitantes de Hermosillo, Sonora, a fin de 

satisfacer las necesidades fundament~es del hombre, en estricto apego a lo que hoy establece el 

artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, antes trascrito. 

Como es de conocimiento, ! única fuente de abastecimiento de agua para consumo humano 

en la Ciudad de Hermosillo lo ha sido los mantos acuíferos que· se ubican a los alrededores de la 

mencionada ciudad, los cuales epresentan grandes abatimientos, dado que la fuente de agua 

de ahí la necesidad de hacer u a obra como lo es el Acueducto Independencia que t iene como objeto 

conducir aguas de la presa 'E l Novillo" o Plutarco Elías Ca lles y con ello garantizar el derecho al 

acceso, disposición de agua ·para consumo personal o doméstico, en apego al derecho fundamental 

consagrado en nuestra máxima norma . 

En consecuencia, tenemos que los títulos de asignación de agua emitidos a favor del 

Gobierno del Estado son de interés público y de bienestar socia l para los habitantes de Hermosillo, 

Sonora, dado las extremas condiciones de escasez de agua que existen en esa localidad, lo cual, es un 

motivo suficiente para sea considero apegado a derecho los procedimientos y acciones emprendidas 

por el Ejecutivo Estata l, y por consiguiente, inoperantes los argumentos del municipio actor. 
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Lo anterior puede comprobarse, tanto del contenido de los títulos de concesión otorgados al 

Gobierno del Estado de Sonora, de donde se desprende que el único uso autorizado lo es el " Público 

Urbano" y el artículo 2 fracción XXIV, d-el Reglamento de la Ley de Agu9( Nacionales, establece el 

concepto de lo que debe entenderse por ese uso; consistente en lo s¡fente: 

"ARTICULO 2º.- Para los efectos de este 'Reglamento', se entenderá por: 

'XXIV.- Uso público urbano: la utilización de agua naL nal para centros de 

población o asentamientos humanos, a través de la/red municipal. 

El uso público urbano comprende la utilización de ( guas nacionales para comunidades o 

asentamientos humanos, teniendo por objeto satisfacL .. Ias necesidades más elementales del 

hombre, como es lo relativo al consumo humano, higie?e y salud pública; por lo que no se puede 

negar que la a~~ción de volúmenes de aguas ~~~6nales a la Comisión Estatal del Agua del 

Gobier~o del Es~~~e Sonora, representa una ev1~te utilida~ _publica y benefici~ social de la 

comun 1dad de H~91111o, Sonora; por lo que a su Stona se le sohc1ta de la manera mas respetuosa 

se tome en cons~~é:ión el beneficio que para la s ciedad Hermosillense, representan los títulos de 

asignación otor~os por la autoridad compete . e, para atender las demandas de agua de los 

habitantes de esá\ 1'6t~lidaJ . 
,al' 1)( . -

Al- o• 
En este p~to es importante destacar lo que dispone el párrafo primero y tercero del Artículo 

27 ConstitucionaCf:"'r~is~os qu~on del tenor li ral siguiente: 

"Artículo 27. La propiedad de 1 s tierras y aguas comprendidas dentro de 
los límites del territorio nacion 7, corresponden originariamente a la Nación, 
la cual ha tenido y tiene el d recho de trasmitir el dominio de ellas a los 
particulares, constituyendo 1 propiedad privada'. 

'La nación tendrá en to o tiempo el derecho a imponer a la propiedad 
privada las modalidades ue dicte el interés público, así como el de regular, 
en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales 
susceptibles de apro~ación, con el objeto de hacer una distribución 
equitativa de la riqu za pública, cuidar de su conservación, lograr el 
desarrollo equilibrad del país y el mejoramiento de las condiciones de 
vida de la població rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las 
medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer 
adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y 
bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la 
fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de centros de 
población; ... ' 
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De lo transcrito, se desprende claramente que la Nación es la p4etaria de las aguas 

comp~en~~das dentro de los lími~e~ del territori.o nacio.nal, dada )i capacidad que nuestra 

Const1tuc1~n les, rec~n~ce para adm1n1strar .y. custo.d1ar los b1ene~ quEYfe corresponden a la Nación; 

que es de mteres publico regular, en benef1c1o soc1al, lo concerme¡le al uso o aprovechamiento de 

los recursos naturales, a fin de establecer una distribuciózeq ltativa de las riquezas naturales, 

como las aguas nacionales. 

Pero muy particularmente, el tercer párrafo del P. ecepto constituciona l en cuestión, nos 

señala que es de interés público y beneficio social, reg ar, planear y ejecutar las obras públicas 

para la fundación, conservación, mejoramiento y creci iento de los centros de población. 
' ~ 

Ahora hien, los artículos 1 y 2 de la Ley de A as Nacionales, establecen lo siguiente: 
"' "'r•' ,,.. 

"4l!TICULO 1.- La presente ley es reglamentaria del artículo 27 de la 
c6nstituciQ. Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de aguas 
naHor{ te ~;es de observancia g eral en todo el territorio nacional, sus 

~DEL· 4 "!l·ll~ 

di~S':~~~{-~'Jn d~ . orden pú lico e interé~ social y .t!ene por objeto 
regula~IJrexplotaclj}n, uso aprovechamtento de dtchas aguas, su 
dtffr~ución y,,control, así ca o la preservaCión de su cantidad y calidad 
para lograr~ifdesarrollo int gro/ sustentable". 

"ARTÍCULO 2.- Las dispo iciones de esta Ley son aplicables a todas las 
aguas nacionales, sean superficiales o del subsuelo. Estas disposiciones 
también son ap/icabl s a los bienes nacionales que la presente Ley 
señala." 

Por su parte, el artículo 4° de la isma Ley en consulta, señala que: 

"ARTICULO 4o.- La autoridad y administración en materia de aguas 
nacionales y d sus bienes públicos inherentes corresponde al Ejecutivo 
Federal, quien a ejercerá directamente o a través de "La Comisión". 

(:_ En los artículos 7 fracción , y 7 Bis fracción V, de la mencionada Ley Hidráulica, disponen lo siguiente: 

"ARTICULO r Se declara de utilidad pública:' 

/. - La gestióp integrada de los recursos hídricos, superficiales y del subsuelo, 
a partir de las cuencas hidrológicas en el territorio nacional, como 
prioridad y asunto de seguridad nacional; ' 

"ARTICULO 7 Bis.- Se declara de interés público:' 
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'V.- La atención prioritaria de la problemática hídrica en las localidades, 
acuíferos, cuencas hidrológicas y regiones hidrológicas con escasez del 
recurso; 1 

s1gutente: 

"ARlJCULO 9o.- 'La Comisión' tiene por objeto ej1rcer las atribuciones que 

1: c~~é.s..f!onden,, a lá autoridad en materia hí~fca y constituirse como el 

Orgáno S uperior con carácter técnico,: nlar. ativo y consultivo de la 
"\11~ J1 

Feder~~ion, en materia de gestión integr da de los recursos hídricos, 
P.','~ 

incluye¡iilo la administración, regulación, e ntrol y protección del dominio 

públ?c; hídr~·c ' 
Ó\ fEO" !1"!\ ' 

, N IJ '! ,;.;, 
~ . . 
' ( .. : , . 
)Í •~' 

Por su p1'Mte;"""la Le_y~,9-e¡ Aguas del Estado de Sonora, congruente con las anteriores 

disposiciones federales, estcf!)í~ce de igual formf que los actos que reclaman son de interés social y 

utilidad pública ya que las disposiciones lega l esj:~e regulan las aguas que se usan o aprovechan en el 

Estado de Sonora así como la prestación de se icios, así lo disponen. 

En ese sentido, el artículo primero y tercero de dicha norma estatal y también obligatoria 

para mi representada, establece: 

"ARTÍCULO 1!!.- Las dis ostciones de esta Le son de orden úblico e 
interés social y regulan 1 participación de las autoridades estatales y 
municipales, así como de 1 s sectores privado y social, en la planeación y 
programación hidráulica la administración, manejo y conservación del 
agua, en la prestación de los servicios de agua potable, drenaje, 
alcantarillado, tratamien y disposición de aguas residuales, así como en la 
realización de los estudi · s, proyectos y obras relacionadas con los recursos 
hídricos en el marco del es arrollo sustentable del Estado. " 

"ARTÍCULO 3!!.- Se declara de utilidad pública, para los efectos de la 
presente Ley: 

/.- La planeación, construcción, ampliación, rehabilitación, conservac10n, 
mantenimiento, administración y recuperación de las obras y servicios 
necesarios para la operación de los sistemas y la prestación de los 
servicios de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición 
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de aguas residuales en los centros de población y asentamientos huma; ufs' 
de los municipios del Estado, así como las relativas a los sistemas de/lgua 

avenidas y la conservación de cuencas; 
para riego, aprovechamiento acuícola, pecuario, turístico, ezco (rol de 

De la interrelación de los anteriores preceptos legales podemo conclui r que la propia 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que es ferés público la extracción, 

el uso y el aprovechamien:o de las aguas nacional~~' qu_e para ello~e eberá seguir lo que dispongan 

las leyes que al efecto exp1da el Congreso de la Un1on, s1endo el cas que la Ley reglamentaria de ese 

artículo, es decir, la Ley de Aguas Nacionales, precisa que e · de utilidad e interés público la 

participación del Estado para mejorar los servicios de agua 9~mésticos y públicos urbanos para 

atender el bienestar social y salud pública, sobre todo cuandc/ en la región, como lo es la Ciudad de 

Hermosillo, presenta situaciones de escasez del recurso hit o. 

En armoi~~-n las a~·teriores disposiciones~ega es, la Ley Estatal del Agua establece que la 

misma es de or~~~h ~blico e interés socia l y declar que es de utilidad pública la planeación y 

construcción de ~a/necesarias para la operación sistemas y la prestación de servicios de agua 

potable para losfi'efitros de población y asentamie . os humanos. 
~-

En ese s~ff.tli'élo:(:"s o.bra pública o acue cto que el Gobierno del Estado, pretende operar 
:lA O~ 

para abastecer ~ ag~! t;~ ble a la ciudad e Hermosillo, sí el agua será para atender las 

necesidades bás~é"t'éls pelJsonas que la ha . 1tan, sí se construye es porque la cuenca hidrológica 

(río sonora) donde se en.ct..lentra ubicada a capital del Estado, ha presentado una severa y .. ~ 
prolongada sequía desde el año 1995, es d_etr, 17 años prácticamente sin agua en las presas de ese 

río, sí todo lo anterior se hace con el único¿t,in de garantizar el agua a personas para poder atender 

aspecto tan relevantes e importantes co lo es la salud pública y el bienestar social y si todas las 

leyes aplicab les a la materia lo consid ran de utilidad e interés público y además la propia 

Constitución obliga a las autoridades a garantizar el acceso y disposición de agua para consumo 

humano o doméstico, como es el caso, lo lógico es que se declaren infundados e inoperantes los 

conceptos de va lidez hechos va ler por e actor en su demanda. 

QUINTO. Aplicación de la Teoría de la onderación de principios en el presente asunto. 

Partiendo de que son inopera tes los argumentos construidos con afirmaciones sin sustento 

o que ni indiciariamente permitan e probar que se afecta la esfera jurídica de los quejosos o que se 

causa daño de imposible o difícil reparación a sus derechos, tenemos que en el presente caso, los 

conceptos de violación formu lados en la demanda y su ampliación, referidos a la violación de 

derechos humanos, así como a diversos tratados y acuerdos de carácter internacional firmados por 

nuestro país, son por las mismas razones, inoperantes también. 
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Lo anterior, en virtud de que para que pudiera darse dicha violación, se requiere 

necesariamente la afectación de los derechos del quejoso, pues en caso contra rio, sería imposible la 

violación de los derechos que se encuentran sustentados en los instrumentos referidos. 

De hecho, para darle la razón a los quejosos, tendría que llegarse ~!abs urdo de considerar 

que las legislaciones fundamento de los actos administrativos que se reclaman en la ampliación de la 

demanda, son violatorias de derechos humanos y contrarias a los tratados~ acuerdos internaciona les 

firmados por México, lo cual definitivamente resulta inatendible. ¡ 
Es pertinente resaltar, que de manera alguna se compru¡l.'>a en la demanda la violación 

referida, hecho por el cual no se puede ni siquiera argumentar que ' stos fueron parte de los motivos 

por los cuales la responsable otorgó la suspensión de plano. 

Además, no ha'1,que perder de vista lo ·siguiente: 

Suponie~p. lo '·wal en ningún momento se . ac¡ ta por mi representada, que fueran 

fundados los ark._inentos. hechos valer por los quejos<?s, 91 aún en ese caso, tendrían la razón, toda 

vez que estaría/fos ante ·lo que la teoría denomina co 6 " ponderación de principios", y que se da 

cuando dos derechos fu,ndamentales entran en coli 1ón, no requiriendo mayor análisis que el 

derecho human'~sumo de agua para necesid des público urbanas de los habitantes de la 
LAií 

ciudad de Herm~~i _ n~ra, es superior frente al u o agríco la o para los humedales que reclama el 

actor, máxime c~a;l~ic' derecho fue elevado a arantía constituciona l. 

,. 
A continuación se citan una serie de crite íos emit idos por el Poder Judicial de la Federación, 

que se consideran aplicables por analogía dada íntima relación que tienen con los temas a dilucidar 

en el presente asunto, toda vez que en el mis o se reclaman vio laciones a los derechos establecidos 

por la Constitución en relación con la invasió de esferas competenciales: 

"SUSPENSIÓN EN EL AM ARO. CONFORME A LA TEORÍA DE 
PONDERACIÓN DE PRINC/Pl S DEBE NEGARSE SI EL INTERÉS SOCIAL 
CONSTITUCIONALMENTE Tu¡ ELADO ES PREFERENTE AL DEL PARTICULAR. 
Cuando dos derechos funda entales entran en colisión, se debe resolver el 
problema atendiendo a la características y naturaleza del caso concreto, 
conforme al criterio de roporcionalidad, ponderando los elementos o 
subprincipios siguientes: a) idoneidad, la cual es la legitimidad 
constitucional del principi adoptado como preferente, por resultar ser el 
adecuado para el logro e un fin constitucionalmente válido o apto para 
conseguir el objetivo pre ndido; b} necesidad, consistente en que no exista 
otro medio menos limit tivo para satisfacer el fin del interés público y que 
sacrifique, en menor medida, los principios constitucionales afectados por el 
uso de esos medios; o sea, que resulte imprescindible la restricción, porque 
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no exista un medio menos oneroso, en términos del sacrificio de otros 
principios constitucionales, para alcanzar el fin deseado y que afecten en 
menor grado los derechos fundamentales de los implicados; y e) el rpandato 
de proporcionalidad entre medios y fines implica que al elegir/ entre un 
perjuicio y un beneficio a favor de dos bienes tutelados, /¡ principio 
satisfecho o que resulta privilegiado lo sea en mayor prop/rción que el 
sacrificado. Esto es que no se renuncie o sacrifiquen valores / principios con 
mayor peso o medida a aquel que se desea satisfacer. jsí, el derecho o 
principio que debe prevalecer, en el caso, es aquel que op~tmice los intereses 
en conflicto y, por ende, privilegiándose el que result~ )hdispensable y que 
conlleve a un mayor beneficio o cause un menor daño¿_consecuentemente, 
tratándose de la suspensión debe negarse dicha me~'da cautelar cuando el 
interés social constitucionalmente tutelado es preferente al del particular, 
ya que el derecho o principio a primar debe ser aq~e/ que cause un menor 
daño y el que resulta indispensable privil giarse, o sea, el que 
evideg~~mente conlleve a un mayor beneficio." 

~~~ 
"SUSPEN$1ÓN EN EL AMPARO. DEBE NEGA SE CONFORME A LA TEORÍA 

DE PONDERACIÓN DE PRINCIPIOS, C 'ANDO EL INTERÉS SOCIAL 

CONSTITL.iCtONALMENTE TUTELADO, ES P EFERENTE AL DE LA QUEJOSA. 
: i l 

De acuerd.o con la teoría de ponderación e principios, cuando dos derechos 

fungd :f. a les entran en colisión se deb resolver el problema atendiendo a 
las ~ 'erísticas y naturaleza del ca o concreto, conforme al criterio de 
prop~ '.Aiidad, ponderando los ele entos o subprincipios siguientes: a) 
idoftbil ; '-;b} necesidad; y e) P. oporcionalidad. Por tanto, cuando 
verbigracia,.((!/ quejoso solicita la su pensión con el propósito de paralizar la 
continuación de un proyecto dep_ , rtivo nacional, en tanto se resuelve el 
juicio en lo principal y se encuentr. n en conflicto por un lado, el derecho a la 
educación académica y deportiv , de las personas y, por otro, el derecho del 
solicitante a continuar pract cando fútbol americano como actividad 
deportiva en equipo reducid , los elementos o subprincipios señalados 
tienen plena aplicación, pu s el interés de la sociedad que con la 
continuación de los actos i pugnados se busca tutelar y salvaguardar, 
derrotan y prevalecen sobre los intereses particulares del quejoso. Por ende, 
el derecho o principio a pr. mar debe ser, en la especie, aquel que cause un 
menor daño y el cual esulta indispensable privilegiarse, o sea el que 
evidentemente conlleve a un mayor beneficio. Lo anterior se obtiene, en el 
caso particular, negando la suspensión solicitada al quejoso, a fin de 
permitir la plena eficacia de las consecuencias del acto reclamado, 
traducido en la consecución de la obra pública denominada Centro de 
Desarrollo de Talentos y Alto Rendimiento, concretamente para que se 
continúe con la orden de demoler el inmueble defendido por el solicitante, 
en beneficio del interés social de los dos mil quinientos atletas a quienes se 
encuentra dirigido, pues con ello se salvaguarda el derecho a la educación 
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académica y deportiva en una infraestructura pública dirigida a un grupo 
mayoritario o colectivo, constitucionalmente tutelado, con prioridad a los 
estrictamente individuales, como es el derecho a practicar fútbol americano 
en un grupo reducido titularidad del quejoso." 

"SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. DEBE N_EGARSE CONFORME ?.t LA TEORÍA 

DE LOS PRINCIPIOS, CUANDO EL INTERES SOCIAL CONSTITUCIONALMENTE 

TUTELADO, ES PREFERENTE AL DE LA QUEJOSA. Conforme dta teoría de los 
principios, cuando dos derechos fundamentales o prinbpios entran en 
colisión, los juzgadores deben resolver el problema /atendiendo a las 
características del caso concreto, ponderando cuál de ellos debe prevalecer 

1 
y toJ[Iando en cuenta tres elementos: 1} La idoneidad;jl) La necesidad; y, 111} 
La /f,oporcionalidad.,.fl primero se refiere a que el pl'ncipio adoptado como 
pre~rente sea el idóneo para resolver la controvers¡a planteada; el segundo 
con'IDste en que la limitación de cierto principio sea estrictamente necesaria 
~ r 

e ind ispensable, es decir, no debe existir alterna7va que sea menos lesiva; y 
el ~er elemento se refiere a que debe primar¡el principio que ocasione un 
menor daño n proporción al beneficio correlaJivo que se dé u obtenga para 
los~Iª~f:nás . otras palabras, cuanto 1'~yor sea el grado de no 
cu'f'IJirflie,~ · , , de afectación de un prin? pio, tanto mayor debe ser la 
imFfitrta . 1 • el S.umplimiento del otro. Por¡ranto, cuando, por ejemplo, una 
e m rr6 farmac~tica solicita la suspensi · n de la aplicación de una ley en 
tanto se resuelve el juicio en lo principal y se encuentran en conflicto, por 
una parte, el derecho a la salud de las personas y, por la otra, el derecho 
adquirido de la quejosa de mantene indeterminadamente los registros 
sanitarios de sus medicamentos y equ ·pos médicos, los tres elementos de la 
ponderación referidos tienen plena plicación, ya que los intereses de la 
sociedad que con la aplicación de la ley impugnada se busca tutelar y 
consolidar, derrotan y prevalecen sobre los particulares del quejoso. Por 
tanto, el derecho o principio que ' e be prevalecer es el que cause un menor 
daño, el que resulte indispensa le y deba privilegiarse, es decir, el que 
evidentemente conlleve a un tyor beneficio. Todo esto se obtiene, en la 
especie, negando la suspensión solicitada a fin de permitir la plena eficacia 
de las consecuencias de la 1 y reclamada en beneficio de los intereses 
sociales de los consumidores ~e los productos médicos, constitucionalmente 
tutelados, con prioridad a los estrictamente individuales, de contenido 
patrimonial, como son los def titularidad de la q~ejosa. , 

DERECHOS CONSTITUCIONALES. LA VINCULACION DE SUS LIMITES EN EL 

ANÁLISIS DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA SECUNDARIA. El 
grado de incondicionalidad de un derecho constitucional va a depender del 
interés público y social, cuando estas limitantes se puedan desprender de lo 
dispuesto en el texto básico, así como de los derechos constitucionales de 
los demás gobernados que pudieran estar en colisión frontal, en 
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determinado momento, con aquéllos, dado que también vinculan a todo 
poder público, incluyendo a los tribunales, lo cual produce que la medida y 
alcance del derecho fundamental específico sea el resultado de su balance 
can todos esos aspectos, que será reflejo de la cultura e idiosincrasia de la 
comunidad en el país. Por tanto, si el Constituyente equilibró, en la medida 
de lo posible, los intereses individuales con el interés público y los derechos 
de tercero, interrelacionados en la Norma Suprema, es lab~r; del Juez 
constitucional, en el ejercicio de sus atribuciones de control, fi alizar una 
ponderación de los valores que están en juego en cada cas concreto y 
establecer una relación proporcional entre ellos, con el ¡,t·n e que tengan 
eficacia todos, aun cuando alguno deba ceder en cierto gro ' o en función de 
otro, pues la coexistencia de valores y principios que coz arman la Norma 
Suprema exige que cada uno se asuma con car 'cter no absoluto, 
compatible con aquellos otros que también fueron onsiderados por el 
~stituyente, lo cual es conforme con el principio , e unidad de nuestro 
éJl!~t?namiento Supremo y con la base pluralista que 1 sustenta. 

flo:~, 

~'iJpsPENSIÓf! EN EL AMPARO. CONFO~ A LA TEORÍA DE 
PPNDERAC/ON DE PRINCIPIOS, DEBE EGARSE CONTRA LOS 

REQUE~~ENT~S DE INFORMACIÓN Y DOCU ENTACIÓN FORMULADOS 
P~~q. I?ION FEDE_RAL DE COMPETE_NCf!A EN EL PROCEDIMI~NTO DE 
lf:JJ{.ggJ. , ON DE PRACTICAS MONOPtOLltAS, PUES EL INTERES DE LA 
s~q¡jit PR..EIJALECE Y ES PREFERENTE A DERECHO DE LA QUEJOSA A LA 
C~IVFIDENCIALIDAD DE SUS DATOS. e acuerdo con la teoría de 
ponderación de principios, cuando do~ rechos fundamentales entran en 
colisión debe resolverse el problema tendiendo a las características y 
naturaleza del caso concreto, canfor e al criterio de proporcionalidad, 
ponderando los elementos o subpr'ncipios siguientes: a) idoneidad, b) 
necesidad y e) proporcionalidad. El p imero se traduce en la legitimidad del 
principio adoptado como preferen , es decir, que sea el adecuado para 
lograr el fin constitucionalmente v ' /ido o pretendido; el segundo consiste en 
que no exista otro medio menos neroso para alcanzar el fin deseado o que 
afecte en menor grado los dere os fundamentales de los implicados; y, el 
tercero implica equilibrio entre erjuicio y beneficio a favor del bien público, 
lo que significa que n se sacrifiquen pnnCJp!os o valores 
constitucionalmente más im ortantes o de mayor peso al que se desea 
satisfacer. En ese contexto, cuando en un juicio de amparo se solicita la 
suspensión contra la ap icación de la Ley Federal de Competencia 
Económica en cuanto a r_rquerimientos de información y documentación 
formulados por la Comisi@n Federal de Competencia en el procedimiento de 
investigación de prácticcfs monopó/icas, debe considerarse, por una parte, 
que de concederse la m'edida cautelar se afectaría gravemente el interés de 
la sociedad, pues al permitirse a la quejosa no proporcionar la información y 
documentación requerida, se paralizaría tal procedimiento -que es de 
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interés social y orden público- impidiendo que se determinara si se realizan 
o no esas prácticas, lo que haría nugatoria la facultad de investigación de la / 
mencionada comisión, y además, se dejaría de proteger el proceso/ 
competitivo, consecuencia de la libre concurrencia económica, que tieye 
como resultado menores costos, mayor eficiencia, mejores y nuevos 
productos y mayores servicios para los usuarios y consumidores, que e{ una 
finalidad que se encuentra tutelada como derecho fundamental Y¡/arantía 
en el artículo 28 constitucional; y, por la otra, que al negarse la_¡medida no 
se afectan los derechos de la quejosa, pues la información y d;¡cumentación 
requerida no es imposible de rendir o radicalmente/ arbitraria por 
inconducente y tampoco se violan sus derechos sustantivo , protegidos por 
la Constitución, al no verse afectados irreversible o irrer.lediablemente, de 
ma~era que se le pudiesen causar daños do/. difícil reparación, 
des¡?roporcionalmente mayores a los que pudiese resentir la sociedad, dado 
que,.':_conforme al artículo 31 bis de la Ley FlcJeral de Competencia 
Eco~pmica, la información y documentación 1Gue maneja la referida 
co"\~f~n durante la etapa de investigación es . ~strictamente confidencial y 
se pu.l!de solicitar, e inclusive exigir, que se trate como tal en las posteriores ... ·:,. 
et~'q9:· del procedimiento, de modo que s~ impida su divulgación a los 
ag'(:! tes económicos investigados, a ter;,leros extraños o al público en 
ge . fk salvaguardándose así su confidencialidad y secrecía. Por 
ca guiente, es claro que debe negar{ta suspensión, puesto que el interés 
de la sociedad prevalece sobre el interés particular de la quejosa, pues el 
principio que debe primar es aque(,~ue causa menor daño y, por ende, el 
que resulta indispensable priviler/iar, porque evidentemente conlleva un 
mayor beneficia." l 

1 
En virtud de lo expresado hasta dste momento y tomando en consideración de manera ¡ . 

adminicu lada los hechos, argumentos ¡Y criterios hechos valer en el presente recurso, queda 

comprobada la ilegalidad de la resolucion recurrida, por lo cual se solicita a su Señoría, que declare 

infundados y/o inoperantes, según ~a el caso, los conceptos de invalidez hechos valer en la 

demanda. 1 
PRUEBAS 

En este acto y de conformidad con lo dispuesto en el diverso artícu lo 32 de la ley de la matera, se 

ofrecen las documentales que a continuación de seña lan, incorporándose desde este momento solo 

las relativas a las seña ladas en los incisos f}, h) e i}, solicitando desde este momento se tengan por 

presentadas y por lo que se hace a las diversas señaladas en los incisos (a}, b}, e}, d}, e), y g), solicito 

se tengan por anunciadas dado que una vez que recaiga el respectivo acuerdo a la promoción 

exhibida en el cuaderno incidental formado con motivo de la solicitud de suspensión (que ya fue 

negada), se exhibirán las restantes en copia certificada. 
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a) 

b) 

e) 

d) 

e) 

f) 

g) 

h) 

i) 

/U8 

Documental Pública consistente en un informe de los trabajolde co strucción del "Acueducto 
Independencia". 

Documental Pública consistente en copia certificada de la ocumentación que sustenta la 

legalidad de la autorización del proyecto, ejecución o const ,ucción de la obra y operación del 

Acueducto Independencia . 

Documental Pública consistente en copia certificad de la solicitud de manifestación de 

impacto ambiental presentada por el Fondo de Opez ión de Obras Sonora SI. 

~~~ 
Document~·ftblica c.onsistente en copia certif) ada de la resolución de manifestación de 

impacto am-é\e'S'tal de la SEMARNAT, recaída a la ~nterior . 
. .1/t l 't ,.:f: .. 

/-':9 
"" .t 

Documentar Pública ~o nsistente en copia cert ificada de los títulos de asignae~on de 

aprovechamie guas nacionales a fa or de la Comisión Estatal de Agua del Estado de 

Sonora . 

Documental Pública c~sistente en 

313/2011. 

de la ejecutoria dictada Incidente en Revisión 

Documental Pública consistente en la re lación de los títulos de asignación de 

a favor del Ayuntamiento de Ignacio Río Muerto, aprovechamiento de aguas na?io ales 
Sonora. 

Documental Pública consiste7 e en copia del Boletín Oficial del Gobierno del Estado de 

Sonora, que contiene la fra~~on IV del artículo 9, del Acuerdo que Establece las Atribuciones 

de las Unidades de Apoyo D/ _ ctamente Adscritas al Titular del Poder Ejecut ivo del Estado. 

Documental consistente de minuta de trabajo de fecha 3 de junio de 2010, firmada por el C. 

ROMAN REYES VALDEZ. 1 
Por lo anteriormente expuesto, HONORABlE MINISTRO DE lA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DE lA NACIÓN, JORGE MARIO PARDO REBOllEDO, MINISTRO INSTRUCTOR DE LA PRESENTE 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAl, solicitamos: 
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controversia constitucional, con las copias de traslado correspondientes. 

1 

·~~. 
~;,. . "' 

Segundo. Dictar resolución en la que se declare la legalidad y con~titucionalidad de los actos 
, 

reclamados a mi representado, y que sobresea la demanda. 

Tercero. Tener como domicilio, y como delegados en térrpinos del artículo 11 de la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Artículo 105 de la Con~titución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, los señalados en el proemio del presente escritÓ. 

ERG/OFRM 

f 
1 

LO ANTERIOR SE FIRMA BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD 

del Gobierno del E'stay de Sonora 

' i 

1 
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